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PROYECTO DE LEY NUMERO 287 DE 2008 SENADO
por la cual se le asignan unas funciones al Consejo Profesional 
Nacional de Ingeniería, Copnia y se dictan otras disposiciones.

 El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Asígnasele al Consejo Profesional Nacional de Ingenie-
ría, Copnia, la función de inspección, vigilancia y control del ejercicio 
profesional de los Ingenieros Agrícolas, Ingenieros Forestales, Ingenie-
ros Agrónomos, Ingenieros Pesqueros, Agrónomos y Agrólogos, y sus 

las disposiciones establecidas en la Ley 842 de 2003 y sus normas re-
glamentarias y complementarias. 

Artículo 2°. Asígnasele al Consejo Profesional Nacional de Inge-

-
genieros Agrícolas, Ingenieros Forestales, Ingenieros Agrónomos, In-

Artículo 3°. En adelante, además de los miembros que en la actua-
lidad conforman el Copnia harán parte de su Junta Nacional de Conse-
jeros, el Ministro de Agricultura o su delegado quien deberá ser pro-

esta ley. De igual manera hará también parte de la Junta Nacional de 
Consejeros del Copnia, el Presidente Nacional de uno de los gremios 
de estas profesiones distintos a la Sociedad Colombiana de Ingenieros, 

de dos años.
Artículo 4°. Las matrículas otorgadas a dichos profesionales con an-

terioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, conservan su vali-
dez y se presumen autenticas para todos los efectos legales del ejercicio 
de la profesión contemplados en la Ley 842 de 2003 y sus normas que 
la reglamenten o complementen. 

Parágrafo. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural como los 

1° de esta ley, dispondrán lo necesario para el traslado al Copnia de los 

normas anteriores. 

Artículo 5°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publica-
ción y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias en especial 
la Ley 211 de 1995 y la Ley 28 de 1989, así como sus decretos regla-
mentarios.

Atentamente,
Jorge Visbal Martelo, Carlos Cárdenas Ortiz, Senadores de la Repú-

blica.  
EXPOSICION DE MOTIVOS

Objeto

profesional de los Ingenieros Agrícolas, Ingenieros Forestales, Ingenie-

-
sejo Profesional Nacional de Ingeniería, Copnia, la facultad no solo 

ejercer la inspección, vigilancia y control de las profesiones antes men-
cionadas.

Antecedentes
Con la entrada en vigencia de la Ley 842 de 2003, “por la cual se 

-

Etica Profesional y se dictan otras disposiciones”, se derogó la Ley 211 
de 1995, “por la cual se regula lo atinente al ejercicio de las Profesio-

-
posiciones”.

La ley derogada establecía en los artículos del Título II –Del Ejerci-
cio de las profesiones Agronómicas y Forestales– los requisitos y demás 
formalidades para el ejercicio de las profesiones Agronómicas y Fores-
tales, objeto de este proyecto, permitiéndoles a dichos profesionales 
posesionarse, contratar y rendir dictámenes tanto en el sector público 
como privado, de la siguiente manera:

Artículo 2°. -
. Para ejercer las Profesiones Agronómicas y Foresta-

les se requiere acreditar su formación e idoneidad profesional, mediante 
la presentación del respectivo Título reconocido conforme a la ley y 

Nacional de Profesiones Agronómicas y Forestales, el cual se crea en 
la presente ley. 
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Ingenieros Forestales, Ingenieros Agrícolas, Agrólogos y Agrónomos por 
el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y el Consejo Profesional 
Nacional de Ingeniería y Arquitectura, con anterioridad a la vigencia de la 
presente ley, conservan su validez y se presumen auténticas. 

Parágrafo. Mientras se crea el Consejo Profesional Nacional de Pro-
fesiones Agronómicas y Forestales, las matrículas profesionales de los 
Ingenieros Agronómicos, Ingenieros Forestales, Ingenieros Agrícolas, 

-
tura y Desarrollo Rural

Artículo 5°. . Toda propuesta presentada a Entidades Pú-
blicas sobre asuntos de competencia de Ingenieros Agrónomos, Inge-
nieros Forestales, Ingenieros Agrícolas, Agrólogos y Agrónomos de 
acuerdo con la presente ley se sujetará a lo establecido en la legislación 
vigente sobre contratación administrativa en el país. 

Artículo 6°. Del Consejo Profesional Nacional de Profesiones Agro-
. Créase el Consejo Profesional de Profesiones 

Agronómicas y Forestales, como órgano encargado del control y vi-
gilancia de las carreras de Ingeniería Agronómica, Ingeniería Forestal, 
Ingeniería Agrícola, Agrología y Agronomía.

De igual manera la Ley 842 de 2003, derogó la Ley 28 de 1989 “Por 
la cual se reconoce la Ingeniería Pesquera como una profesión, se re-
glamenta su ejercicio en el país y se dictan otras disposiciones”, la cual 
regulaba el ejercicio profesional de la Ingeniería Pesquera, así: 

“Artículo 3°. Para poder ejercer la profesión de Ingeniero Pesquero 
en el territorio de la República de Colombia, se requiere obtener la ma-

desempeño demande conocimientos de las áreas de Ingeniería Pesquera, la 
persona nombrada deberá presentar ante el funcionario a quien correspon-

de posesión dejará constancia del número de dicha matrícula profesional.
Artículo 10. Créase el Consejo profesional de Ingeniería Pesquera 

de Colombia ...
Artículo 11. El CPIP tendrá su sede en Bogotá, D. E. y sus funciones 

serán las siguientes:

que llenen los requisitos pertinentes y llevar el registro profesional co-
rrespondiente;

-
-

ciones del profesional consigo mismo, con su profesión y con la comu-
nidad nacional y universal;

e) Velar por el cumplimiento de la presente ley y cancelar las matrí-
culas a quines no se ajusten a los preceptos contenidos en el código de 
ético profesional previamente establecido”.

La derogación de las Leyes 28 de 1989 y 211 de 1995 por la Ley 
842 de 2003, pretendió por parte del legislador concentrar en una sola 
institución, el Consejo Profesional Nacional de Ingeniería, Copnia, las 
funciones de matrícula, inspección, vigilancia y control de todas las 
ingenierías, para evitar la dispersión del control de esta profesión en 
varias instituciones y bajo el entendido, que la ingeniería es una sola 
como la medicina o el derecho.

Además el copnia1 organismo de naturaleza pública cuenta con toda 
la infraestructura física y humana, así como con los recursos necesarios 

la sociedad del cumplimiento de las normas del código de ética y de la 
idoneidad de los ingenieros sujetos a su inspección, vigilancia y control. 

 Posteriormente varios de los artículos2 de la Ley 842 de 2003, son 
demandados en acción pública de inconstitucionalidad ante la Corte 
Constitucional. Dicha Corporación se pronuncia mediante Sentencia 
1 Artículos 24, 25 y 26 de la Ley 842 de 2003.
2 Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 4°, 6°, 8°, 9°, 23, 24, 26, 

27, 31 –literales c) y d)–,  32 –literales d), e) y h)–, 33 –literales a), b) y c)–, 35 
–literal a) –, 37 –literal c) –,  38 –literales e) y f) –,  39  –literal a) –, 41-literal 
b) –, 42 –literales b) y c) –, 43 –literal b) –, 44 –literal a) –,  45 –literal b) –, y 
78 de la Ley 842 del 2003.

C–570 del 8 de junio de 2004 (control de constitucionalidad), con po-
nencia del Magistrado Manuel José Cepeda Espinosa, en la cual, en 

3 y noveno4, así: 
Segundo. Declarar Exequibles los artículos 6° y 9° de la Ley 842 

del 2003, en el entendido de que los profesionales de disciplinas re-
lacionadas con la ingeniería que cuenten con consejos profesionales 
propios deberán inscribirse y obtener la matrícula ante estos consejos, 
después de pagar los derechos respectivos, mientras estos consejos no 

-
bierno. La declaración se restringe al cargo analizado. 

Así las cosas, al tenor de la sentencia anterior y por sustracción de 
materia, se le devuelve vida jurídica, para el caso que nos interesa, a las 
Leyes 211 de 1995 y 28 de 1989, que regulan el ejercicio de las profesio-

Agrícolas, ingenieros Forestales, ingenieros Agrónomos, Agrónomo y 

puedan ejercer su profesión se requiere obtener la matrícula profesio-
-

nómicas y Forestales. Pero como todavía no se ha podido instalar el 

Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural de manera transitoria sin 
que se desarrolle un verdadero control e inspección sobre dichos ejerci-
cios, dado que la función principal del Ministerio no es precisamente la 
de controlar e inspeccionar las profesiones.

-

por las Instituciones tanto públicas como privadas la matrícula pro-

sentencia arriba citada o en los términos del artículo 6° de la Ley 
-

rendir dictámenes. 
 En la misma situación se encuentran los Ingenieros Pesqueros, a 

instituciones tanto públicas como privadas para cualquier efecto labo-

el Copnia. Este consejo aunque está creado no tiene la infraestructura, 

la matrícula por cuanto no se reúne con la frecuencia requerida, inci-
diendo en el normal desarrollo del derecho al trabajo, del derecho a 
ejercer la profesión escogida, y al de libre desarrollo de la personalidad 
que este ejercicio profesional involucra.

Tanto los trámites lentos y engorrosos que deben adelantar los Inge-
nieros Pesqueros para obtener la matrícula profesional ante el Consejo 

3 Artículo 6°. Requisitos para ejercer la profesión. <Artículo condicionalmente 
exequible

regidas por la presente ley, se requiere estar matriculado o inscrito en el Registro 
Profesional respectivo, que seguirá llevando el Copnia, lo cual se acreditará con 

Parágrafo. En los casos en que los contratantes del sector público o privado, 
o cualquier usuario de los servicios de ingeniería, pretendan establecer si un 
profesional se encuentra legalmente habilitado o no, para ejercer la profesión, 
podrán sin perjuicio de los requisitos establecidos en el presente artículo, re-

4 Artículo 9°. Procedimiento de inscripción y matrícula. <Artículo condicional-
mente
trata la presente ley, el interesado deberá presentar ante el Consejo Profesional 
Seccional o Regional de ingeniería del domicilio de la Universidad o Institución 
que otorgó el Título, el original correspondiente con su respectiva acta de grado, 
fotocopia del documento de identidad y el recibo de consignación de los derechos 

el Consejo Nacional de Ingeniería en la sesión ordinaria siguiente a su recibo, 
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Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural para las demás ingeniarías 
-

sionales logren conseguir empleo o simplemente ejercer su profesión, 
atentando así contra el derecho al trabajo y a la igualdad. 

les permita ejercer su profesión –sin las trabas legales que presentan ac-
tualmente– a los ingenieros Agronómicos y Forestales, y sus profesio-

entre lo ordenado por la sentencia de la Corte Constitucional C–570 de 
2004 y lo establecido en las Leyes 28 de 1989, 211 de 1995 y 842 de 
2003.

Fundamentos Normativos
Los fundamentos constitucionales en los que se sustenta este pro-

yecto de ley y que se hace necesario invocar para restaurar los derechos 
afectados de los Ingenieros Agrícolas, Agronómicos y Forestales, y de 

-
ros son:

Constitucionales
“Artículo 16. Todas las personas tienen derecho al libre desarrollo de 

su personalidad sin más limitaciones que las que imponen los derechos 
de los demás y el orden jurídico”.

Artículo 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, 
recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de 
los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discrimi-

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y 
efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o mar-
ginados.

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su 
condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia 

ellas se cometan.
Artículo 25. El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, 

en todas sus modalidades, de la especial protección del Estado. Toda 
persona tiene derecho a un trabajo en condiciones dignas y justas.

-
peccionarán y vigilarán el ejercicio de las profesiones. Las ocupaciones, 

salvo aquellas que impliquen un riesgo social. 
Las profesiones legalmente reconocidas pueden organizarse en co-

legios. La estructura interna y el funcionamiento de estos deberán ser 
democráticos. La ley podrá asignarles funciones públicas y establecer 
los debidos controles.

Artículo 65. La producción de alimentos gozará de la especial pro-
tección del Estado. Para tal efecto, se otorgará prioridad al desarrollo 
integral de las actividades agrícolas, pecuarias, pesqueras, forestales y 
agroindustriales, así como también a la construcción de obras de infra-
estructura física y adecuación de tierras. 

De igual manera, el Estado promoverá la investigación y la trans-
ferencia de tecnología para la producción de alimentos y materias 
primas de origen agropecuario, con el propósito de incrementar la 
productividad.

Contenido del proyecto
El presente proyecto de ley en sus dos primeros artículos se le asig-

nan al Consejo Profesional Nacional de Ingeniería, Copnia, las funcio-

vigilancia y control de las profesiones de ingenieros Agronómicos, In-
genieros Forestales, Ingenieros Agrícolas, Agrólogos y Agrónomos, al 
igual que de las ingeniería Pesquera.

del Copnia al incluir en ella no solo al Ministro de Agricultura y De-
sarrollo Rural o su delegado sino también al Presidente de una de las 
agremiaciones de las profesiones de que trata esta ley, elegido en junta 

Por último, para evitar traumatismos mayores se le otorga plena vali-
dez a las matrículas otorgadas con anterioridad a la entrada en vigencia 
de esta ley. Así mismo en el parágrafo de este artículo, se dispone el 

-
cultura y Desarrollo Rural como en los Consejos Profesionales de las 
profesiones descritas en esta ley.

Otras consideraciones 

Agronómicos, Ingenieros Forestales, Ingenieros Agrícolas, Agrólo-

los Ingenieros Pesqueros, limitan seriamente su derecho al trabajo y 
por tanto sus condiciones de subsistencia. Los aportes que se han de-
rivado del ejercicio de estas profesiones son invaluables y decisivos 
para el desarrollo y modernización del sector agropecuario y de la 
agroindustria. 

 Cabe destacar por ejemplo que la profesión de Ingeniería Agríco-
la se imparte en la Universidad de Sucre, Universidad Surcolombiana, 
Universidad de San Gil, Universidad Nacional (Bogotá) y Universidad
Nacional (Medellín) entre otras. Para el caso de la Universidad de Su-
cre, están matriculados 334 alumnos y han egresado de esta claustro 
educativo 411 profesionales. De igual manera en la Universidad Nacio-
nal de Colombia –sede Bogotá–, están cursando ingeniería agrícola 600 

-
ción de Ingenieros Agrícolas de Colombia.

 Así mismo vale la pena resaltar que según la Asociación Colombia-

de esta profesión de los cuales 700 hacen parte de su agremiación y que 

Profesional número 24.760 en el mes de mayo del año que avanza, lo 
cual muestra el alto volumen de profesionales que resultan afectados. 

Es así, que siendo conocedor de los muchos problemas por los que 
padece el campo colombiano y en particular de las profesiones a que se 
ha hecho mención, con el apoyo de los docentes, egresados y estudian-
tes del Departamento de Ingeniería Agrícola de la Facultad Ingeniería 
de la Universidad de Sucre, se ha retomado esta iniciativa para ser pre-
sentada a consideración del Congreso de la República.

 Ante lo apremiante que resulta solucionar esta problemática para es-
tos profesionales del agro colombiano, se ha consultado esta iniciativa 
con el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, el cual ha manifes-
tado su decisión de avalar un proyecto de ley que permita dar solución 
a esta situación ambigua en los siguientes términos:

“Entendemos su preocupación al tratar de resolver la problemática 
que actualmente afecta a todos los egresados y estudiantes de Ingeniería 
Agrícola, por los que el Ministerio de Agricultura y Desarrollo rural 
estaría dispuesto a avalar un proyecto de ley presentado por el Congre-
so de la República, conforme a los establecido en el artículo 154 de la 
Constitución Política de Colombia”.

De igual forma se ha elevado consulta al Consejo Profesional Na-
cional de Ingeniería, Copnia, quien ha manifestado su consentimiento a 
favor de la presentación de este proyecto de ley, así:

-
liares está reglamentada de manera general por la Ley 842 de 2003 
que también rige el funcionamiento del Copnia, por lo que la iniciativa 
es conveniente y también recomendable, no sólo frente a la Ingeniería 

Ley 211 de 1995. Así como a la Ingeniería Pesquera, objeto de la Ley 
28 de 1989 cuyo Consejo tampoco ha sido posible que regularice su 
funcionamiento y en el cual también tiene asiento el Ministerio de Agri-
cultura o su delegado”. 

Por lo anterior honorables Congresistas, esta iniciativa que hoy so-

del sector agropecuario de Colombia sino de los compatriotas cuyo sus-
tento y el de sus familias depende de su ejercicio profesional de estas 
profesiones.

Atentamente,
Jorge Visbal Martelo, Carlos Cárdernas Ortiz, Senadores de la Re-

pública.
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SENADO DE LA REPUBLICA
Secretaría General (Art. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)

El día 13 del mes de mayo del año 2008 se radicó en este Despacho 
el Proyecto de ley número 287, con todos y cada uno de los requisitos 
constitucionales y legales, por los honorables Senadores Jorge Visual  y 
Carlos Cárdenas.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

SENADO DE LA REPUBLICA
Sección de Leyes

Bogotá, D. C., 13 de mayo de 2008 
Señora Presidenta:

de 2008 Senado, por la cual se le asignan unas funciones al Consejo 
Profesional Nacional de Ingeniería, Copnia y se dictan otras disposi-
ciones
iniciativa que fue presentada en el día de hoy ante Secretaría General. 
La materia de que trata el mencionado proyecto de ley es competencia 

las disposiciones reglamentarias y de ley.
El Secretario General,

Emilio Otero Dajud. 
PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO

DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., 13 de mayo de 2008 
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por re-

-

que sea publicado en la Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
La Presidenta del honorable Senado de la República,

Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Otero Dajud.
***

PROYECTO DE LEY NUMERO 295 DE 2008 SENADO

otras disposiciones.
Bogotá, D. C., mayo de 2008
Señor(a):
PRESIDENTE
Honorable Senado de la República Ciudad
Ciudad
En nuestra condición de miembros del Congreso y en uso del de-

recho que consagra el artículo 154 de la C. P. nos permitimos poner a 
consideración del honorable Congreso de la República el proyecto de 
ley, -

otras disposiciones, que consta de once (11), para que se le de el curso 
que disponen la Constitución Política y las leyes.

PROYECTO DE LEY NUMERO 295 DE 2008 SENADO

otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Modifíquese el parágrafo 2° del artículo 14 del Decreto-

ley 353 de 1994, el cual quedará así:

-

retiro, pensión de sobrevivencia o sustitución, de acuerdo con la ley, 

si es del caso será entregada proporcionalmente respecto al porcentaje 

de actos del servicio o fuera de él, por acción directa del enemigo, en 
misión del servicio, o por una grave y comprobada enfermedad catas-

de invalidez. La autoridad competente establecerá los lineamientos que 
deberán seguirse para determinar cuándo una enfermedad se entiende 
como terminal.

La Junta Directiva de la Caja Promotora de Vivienda Militar y de 
Policía, establecerá los requisitos que se deben acreditar para el otorga-
miento de la solución de vivienda de que trata el presente artículo.

Además de los aportes ya realizados y actualmente disponibles en el 
Fondo constituido por el parágrafo 2° del artículo 9° de la Ley 973 de 
2005, que en adelante se denominará Fondo de Solidaridad, se nutrirá 
en lo sucesivo con:

1. Un aporte del siete (7%) por ciento de la asignación básica de 

ley.
2. Un aporte del siete (7%) por ciento de la asignación básica de 

quienes accedan al subsidio de vivienda.
3. Un porcentaje adicional establecido por la Junta Directiva del total 

y de Policía.
4. Los demás aportes que determine la ley.
El Fondo de Solidaridad está constituido para el cumplimiento de lo 

dispuesto anteriormente y funcionará para este objetivo.
Artículo 2°. Adiciónese al artículo 14 del Decreto-ley 353 de 1994, 

el siguiente Parágrafo:
-

liarse en forma voluntaria a la Caja Promotora de Vivienda Militar y de 
Policía, el personal de soldados e infantes de marina, voluntarios y pro-
fesionales que hayan sido pensionados por invalidez, con anterioridad 
a la entrada en vigencia de la Ley 973 de 2005. Los recursos aportados 
por dicho personal se administrarán en la subcuenta de los Soldados 
Profesionales.

con el número de cuotas previstas como regla general para el personal 

Artículo 3°. Adiciónense dos parágrafos al artículo 17 del Decreto-
ley 353 de 1994. El parágrafo único de la misma disposición pasará a 
denominarse “Parágrafo 1°”.

-
da, bajo el esquema de solución anticipada de vivienda ofrecida por la 

similar naturaleza, en busca de una solución de vivienda, y no la haya 
obtenido.

Se faculta a la Junta Directiva reglamentar las condiciones a tener 

podrá recuperar dicha calidad por una sola vez, y sólo aplica para los 

de la presente ley.
Artículo 4°. Adiciónense dos parágrafos al artículo 25 del Decreto-

ley 353 de 1994:
Parágrafo 1°. No obstante lo previsto en el numeral 2 del presente 

artículo, en caso de retiro parcial o total de las cesantías, procederá el 
-
-

de vivienda ofrecido por la Caja, la cual será reglamentada por la Junta 
Directiva de la Caja de acuerdo con la ley. En todo caso, la escogencia 

-
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cuotas de aporte o tiempo de servicio requeridos para acceder al subsi-
dio, determinados estos por la Junta Directiva de la Caja Promotora de 
Vivienda Militar y de Policía.

-
sión los parágrafos 1° y 2° del artículo 22 del Decreto-ley 353 de 1994, 

-

conjuntamente con los restantes recursos de su cuenta individual, con 

realizado aportes correspondientes al número de cuotas o haya cum-
plido el tiempo de servicio que determine la Junta Directiva, salvo las 

Artículo 5°. Adiciónese un parágrafo al artículo 26 de la Ley 973 del 
2005:

el esquema de solución anticipada de vivienda ofrecido por la Caja, sus 
cesantías se continuarán consignando en la Caja Promotora de Vivienda 
Militar y de Policía conforme a lo dispuesto en la presente ley.

Artículo 6°. Adiciónese dos parágrafos al artículo 24 de la Ley 973 
del 2005:

Parágrafo 1°. Complementariamente a la apropiación anual que rea-
liza el Gobierno Nacional para el pago del subsidio de los Soldados 
Profesionales, la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía des-
tinará anualmente un porcentaje, el cual será determinado por la Junta 
Directiva, de la utilidad de los recursos provenientes de la subcuenta 

-
-

liados, y de soldados e infantes de marina profesionales y voluntarios 
pensionados con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 973 de 

aplicando hasta tanto el primer personal citado se encuentre en igualdad 

la Caja. Estos recursos se administrarán en la subcuenta mencionada en 
la cual se incluirán los recursos trasladados por parte del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público.

Parágrafo 2°. La cuantía del subsidio al que acceden los soldados 
profesionales se incrementará anualmente en un valor medido en sa-
larios mínimos legales mensuales vigentes, el cual será determinado 
por la Junta Directiva de la Entidad, hasta tanto el monto del subsidio a 
otorgarse a los soldados profesionales se equipare al subsidio otorgado 
por la Entidad a la categoría de agente.

Artículo 7°. -
liados de la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía, cuan-
do hayan realizado aportes correspondientes a un número de cuotas, 
o hayan cumplido un tiempo de servicio, determinados ambos por la 
Junta Directiva, podrán retirar los valores que reposen en su cuenta in-

únicamente como parte de pago de la compra de vivienda escogida por 

-
-

do el aporte del ahorro obligatorio establecido en la ley, accediendo 
al subsidio hasta el cumplimiento de las cuotas de aporte o tiempo de 
servicio determinados por la Junta Directiva de la Caja Promotora de 
Vivienda Militar y de Policía.

La Junta Directiva de la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Po-

de solución anticipada de vivienda, y de ser necesario desarrollará un 
régimen de transición.

Artículo 8°. . El Ministerio de Defensa Na-
cional queda facultado para compilar, mediante decreto, el Decreto-ley 
353 de 1994, la Ley 973 de 2005, el Decreto 3830 de 2006 y las dispo-

de las normas antes citadas.

Artículo 9°. Vigencia y Derogatoria. La presente ley entrará a regir 
a partir de la fecha de su publicación y deroga las demás disposiciones 
legales que le sean contrarias.

Atentamente,

Senador de la República
EXPOSICION DE MOTIVOS

 La Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía es una Empre-

nacional, organizada como establecimiento de crédito, de naturaleza 
especial, dotada de personería jurídica, autonomía administrativa y 
capital independiente, vinculada al Ministerio de Defensa Nacional y 
vigilada por la Superintendencia Financiera, cuyo objeto es facilitar a 

la adquisición de vivienda propia, mediante la realización de todas las 
operaciones del mercado inmobiliario, incluidas las de intermediación, 

-

que sean indispensables para el mismo efecto, regulada en la actualidad 

En este sentido, el parágrafo 2° del artículo 14 del Decreto-ley 353 

lo sucesivo con los siguientes recursos:
1. Un aporte del siete (7%) por ciento de la asignación básica de 

973 de 2005.
2. Un aporte del siete (7%) por ciento de la asignación básica de 

quienes les sea aplicado el subsidio de vivienda.
3. Un porcentaje adicional establecido por la Junta Directiva del total 

y de Policía. 
4. Los demás aportes que determine la ley.

fallecidos que no queden disfrutando de asignación de retiro, pensión 

retirados del servicio sin derecho al disfrute de asignación de retiro o 
pensión.

La Ley 923 de 2004 determinó las normas, objetivos y criterios que 
-

sional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública.
En cumplimiento de lo establecido en la ley antes mencionada, el 

de la fuerza pública.

que sufren una discapacidad y quedan retirados del servicio sin derecho 
al disfrute de asignación de retiro o pensión, se disminuyó considera-
blemente, convirtiendo al fondo antes mencionado, en una herramienta 

973 de 2005, es decir el 21 de julio de esa anualidad, hasta el 30 de abril 
de 2008, la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía sólo ha en-
tregado dos (2) soluciones de vivienda con cargo al Fondo mencionado, 
equivalentes a cuarenta y siete millones setenta y tres mil ciento treinta y 

de quince mil ochocientos veintiocho millones cuatrocientos cuarenta y 
nueve mil cuatrocientos ochenta y ocho pesos ($15.828.449.488.00).

adelante se denominará Fondo de Solidaridad, determinándose que en 
-
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fallecido que queden disfrutando o no de asignación de retiro, pensión 
de sobrevivencia o sustitución, de acuerdo con la ley, teniendo en 

caso será entregada proporcionalmente respecto al porcentaje asig-

de actos del servicio o fuera de él, por acción directa del enemigo, en 
misión del servicio, o por una grave y comprobada enfermedad catas-

de invalidez.
También es de suma importancia, determinar en esta norma que se 

establecerá por la autoridad competente los lineamientos que deberán 
seguirse para determinar cuándo una enfermedad se entiende como ter-
minal.

-
da Militar y de Policía, civiles o no uniformados, indistintamente de su 
categoría, vinculados al servicio con posterioridad a la vigencia de la 
Ley 100 de 1993, se acreditarán y homologarán dichas circunstancias 
especiales.

Otro punto a tenerse en cuenta con este proyecto de ley, es el refe-
rente a los Soldados e Infantes de Marina, profesionales y voluntarios, 
pensionados por invalidez con anterioridad a la entrada en vigencia de 
la Ley 973 de 2005, los cuales no fueron tenidos en cuenta para acce-

brindaron a la nación.
Por esta razón, y soportándonos en criterios de equidad y agrade-

necesario que se le permita a este personal, estimado en un número de 
-

con las cuotas de aportes para acceder al subsidio, establecidas por la 
Junta Directiva, y los recursos aportados por ellos se administrarán en 
la subcuenta de los Soldados Profesionales, permitiendo con esta me-
dida su acceso a una solución de vivienda, posibilidad sin la cual sería 
muy difícil, de no imposible, dicho cometido.

Por otra parte, al tener la Caja Promotora de Vivienda Militar y 
de Policía el propósito de ser la herramienta más efectiva y social 
del Gobierno Nacional en la consecución de vivienda propia a los 
miembros de las Fuerzas Militares y de Policía, y personal adscrito al 
Ministerio de Defensa Nacional, es necesario disponer que aquellos 

Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía, en busca de una 
solución de vivienda en cualquier otra Entidad del Estado de simi-
lar naturaleza, y por cualquier circunstancia no hayan obtenido dicha 
solución de vivienda, podrán recuperar nuevamente su condición de 

Para el cumplimiento de este objetivo, se requiere adicionalmente 
facultar a la Junta Directiva de la Entidad, para que dicho organismo 
reglamente las condiciones a tener en cuenta para recuperar la calidad 

de la entrada en vigencia de la ley que se promulgue con ocasión del 
presente proyecto.

Ahora, el artículo 23 de la Ley 973 de 2005, dispone que el Gobierno 
Nacional, previa aprobación de la Junta Directiva de la Caja Promotora 
de Vivienda Militar y de Policía, debe ajustar el esquema vigente de 
subsidio reduciendo el tiempo de acceso a la solución de vivienda del 

-
ciera de la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía.

-
tenible a una vivienda adecuada, de acuerdo con su capacidad econó-
mica.

tendrá en cuenta la proyección de los recursos disponibles por la trans-
ferencia que realice el Gobierno Nacional en cumplimiento del artículo 
24 del Decreto-ley 353 de 1994 y las provisiones que autorice la Junta 
Directiva en cumplimiento de la presente ley.

En cumplimiento de lo ordenado por la norma antes transcrita la 
entidad contrató los servicios de la empresa Douglas Trade Ltda., para 

-
ma vigente de solución de vivienda.

aprobado por la Junta Directiva de la Entidad el día 19 de diciembre de 

desarrolla un esquema de solución anticipada de vivienda, consisten-

aportes, de forma voluntaria, opten por destinar el valor que reposa en 
-

-
dad de acceder al subsidio de vivienda entregado por la Caja.

El siguiente cuadro muestra el valor del ahorro y cesantías acumula-

observar su capacidad de compra:
Valor de ahorros y cesantías en pesos

Categoría Año 8 Año 9 Año 10 Año 11 Año 12 Año 13 Año 14
29.803.000 37.095.000 42.388.000 48.477.000 56.932.000 58.956.000 67.628.000
20.463.000 22.688.000 26.945.000 30.192.000 34.418.000 37.039.000 41.463.000

Nivel Ejecutivo 20.801.000 22.598.000 29.065.000 38.583.000 39.022.000 42.398.000 45.204.000
Agente 17.437.000 18.004.000 21.741.000 25.022.000 27.218.000 29.242.000 31.554.000
Soldado Profesional 10.987.000 12.574.000 14.206.000 15.841.000 17.477.000 19.113.000 20.749.000

En el evento de que estos recursos se utilicen como la cuota inicial 

valor total de la vivienda), en el esquema de solución anticipada de vi-

de la vivienda a adquirir, en precios constantes, serían los siguientes:
Valor crédito en pesos

Categoría Año 8 Año 9 Año 10 Año 11 Año 12 Año 13 Año 14
29.803.000 37.095.000 42.388.000 48.477.000 56.932.000 58.956.000 67.628.000
20.463.000 22.688.000 26.945.000 30.192.000 34.418.000 37.039.000 41.463.000

Nivel Ejecutivo 20.801.000 22.598.000 29.065.000 38.583.000 39.022.000 42.398.000 45.204.000
Agente 17.437.000 18.004.000 21.741.000 25.022.000 27.218.000 29.242.000 31.554.000
Soldado Profesional 10.987.000 12.574.000 14.206.000 15.841.000 17.477.000 19.113.000 20.749.000

Valor vivienda en pesos
Categoría Año 8 Año 9 Año 10 Año 11 Año 12 Año 13 Año 14

59.606.000 74.190.000 84.776.000 96.954.000 113.864.000 117.912.000 135.256.000
40.926.000 45.376.000 53.890.000 60.384.000 68.836.000 74.078.000 82.926.000

Nivel Ejecutivo 41.602.000 45.196.000 58.130.000 77.166.000 78.044.000 84.796.000 90.408.000
Agente 34.874.000 36.008.000 43.482.000 50.044.000 54.436.000 58.484.000 63.108.000
Soldado Profesional 21.974.000 25.148.000 28.412.000 31.682.000 34.954.000 38.226.000 41.498.000

-
lución anticipada de vivienda, incluyendo seguros, para un crédito a 10 

Valor cuota mensual en pesos cuota inicial 50%
Categoría Año 8 Año 9 Año 10 Año 11 Año 12 Año 13 Año 14

532.950 663.349 758.000 866.886 1.018.082 1.054.276 1.209.353
365.928 405.716 481.842 539.906 615.477 662.347 741.459

Nivel Ejecutivo 371.972 404.107 519.753 689.958 697.808 758.179 808.357
Agente 311.816 321.955 388.782 447.454 486.724 522.918 564.262
Soldado Profesional 196.474 224.854 254.038 283.275 312.531 341.787 371.042
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Porcentaje de la cuota con respecto al sueldo. 
Cuota inicial 50%

Categoría Año 8% Año 9% Año 10% Año 11% Año 12% Año 13% Año 14%
16,5 19,0 20,1 21,3 23,1 22,2 23,6
20,9 23,2 27,5 30,9 35,2 37,9 42,4

Nivel Ejecutivo 22,4 24,4 31,3 41,6 42,1 45,7 48,7
Agente 20,3 21,0 25,3 29,1 31,7 34,1 36,7
Soldado Profesional 21,3 24,4 27,6 30,8 33,9 37,1 40,3

-
sultados:

• Un 32% de los encuestados tiene un nivel de ingreso familiar me-
nor a $1.000.000.

• Un 57% de los encuestados tiene un nivel de ingreso familiar de 
entre $1.000.000 y $2.000.000.

• El 80% de los encuestados tiene algún crédito vigente. El 31% de 
dichos créditos es superior a $10.000.000.

• El 48% de los encuestados paga arriendo.
-

mos 5 años.
• Un 74% de los encuestados está dispuesto a solicitar un crédito, 

para adquirir vivienda.
Del análisis de los datos antes descritos, se estima que la propuesta 

de la solución anticipada de vivienda, sería viable para un porcentaje 

-
vas, en el cual se evidencia que con la implementación del esquema de 

-
da Militar y de Policía.

Es importante resaltar, que con el esquema propuesto de solución 
-

Ahora, para materializar el esquema de solución anticipada de vi-

973 de 2005.
En la actualidad el numeral 2° del artículo 10 de la Ley 973 de 2005, 

a la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía, el haber obtenido 
solución de vivienda a través de esta Entidad.

-
có el artículo 25 del Decreto Ley 353 de 1994, establece como requisito 

referido, no se efectúen retiros parciales o totales de cesantías, por parte 

obtención de la vivienda.
-
-

-

descritas.
-

-
puestos en la ley, y mantengan la posibilidad de acceder al subsidio 
otorgado por el Estado.

solución anticipada de vivienda, el retiro parcial o total de sus cesantías, 
sin perder la posibilidad de acceder al subsidio de vivienda entregado 

como parte de pago de la vivienda escogida por estos.
Así mismo, y teniendo siempre como objetivo principal el facilitar a 

de la Ley 973 de 2005, permitiendo que dichos recursos sean entrega-

individual, cuando estos opten por la solución anticipada de vivienda, 
conforme a las condiciones descritas anteriormente.

En este sentido, es de suma importancia que se adicione un parágrafo 
-

de solución anticipada de vivienda ofrecido por la Caja, sus cesantías se 
continuarán consignando en la Caja Promotora de Vivienda Militar y de 
Policía conforme a lo dispuesto en la ley antes mencionada.

En todo caso, la escogencia de la solución anticipada de vivienda por 

de las cuotas de aporte o tiempo de servicio dispuestos por la Junta Di-
rectiva para acceder al subsidio que otorga la Entidad.

De igual forma, se requiere permitir la posibilidad de establecerse 
un régimen de transición de acceso a la solución anticipada de vivien-

posterioridad a la entrada en vigencia de la ley propuesta, que presenten 
cuotas de aportes o tiempo de servicio superiores a los establecidos para 
acceder a la solución anticipada de vivienda, puedan acceder a dicha 

artículo 24 de la Ley 973 de 2005, estableciéndose que la Caja Promo-
tora de Vivienda Militar y de Policía destinará anualmente un porcen-
taje, determinado por la Junta Directiva, de los rendimientos de las ce-

de los subsidios del personal de Soldados e Infantes de Marina Profe-

Voluntarios pensionados con anterioridad a la entrada en vigencia de 

se continuará aplicando hasta tanto estos se encuentren en igualdad de 

Caja. Estos recursos se administrarán en la Subcuenta mencionada en 
la cual se incluirán los recursos trasladados por parte del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público.

-
ro importante de normas que regulan a la Entidad se requiere facultar al 
Ministerio de Defensa Nacional para compilar dichas normas, sin que 

mención.
Atentamente,

Senador de la República.
SENADO DE LA REPUBLICA

Secretaría General (Art. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)
El día 14 del mes de mayo del año 2008 se radicó en este Despacho 

el Proyecto de ley número 295, con todos y cada uno de los requisitos 
constitucionales y legales, por el honorable Senador 
Cardozo.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.
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SENADO DE LA REPUBLICA
Sección de Leyes

Bogotá, D. C., 14 de mayo de 2008 
Señora Presidenta:

de 2008 Senado, 

dictan otras disposiciones -
te de la mencionada iniciativa que fue presentada en el día de hoy ante 
Secretaría General. La materia de que trata el mencionado proyecto de 
ley es competencia de la Comisión Séptima Constitucional Permanente, 
de conformidad con las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud. 

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO 
DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 14 de mayo de 2008 
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por re-

partido el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Séptima Cons-

de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
La Presidenta del honorable Senado de la República,

Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Otero Dajud.

P O N E N C I A S
INFORME PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO 

DE ACTO LEGISLATIVO 23 DE 2008 SENADO,
259 DE 2008 CAMARA

Bogotá, D. C., mayo 14 de 2008
Doctor
JUAN CARLOS VELEZ
Presidente Comisión Primera
Senado de la República
Ciudad
Señor Presidente:
En virtud de la honrosa designación como ponente para Primer deba-

te del Proyecto de Acto Legislativo 23 de 2008 Senado, 259 de 2008 
Cámara -

 me permito rendir el informe de ponencia para primer 
debate en los siguientes términos:

Antecedentes y trámite del proyecto
El presente proyecto, cursa el trámite de primera vuelta y fue aproba-

do en Comisión Primera de Cámara de Representantes y en Plenaria de 
la misma y comienza el trámite en el Senado de la República.

Publicación del proyecto: Gaceta del Congreso número 78 de 
2008.

Autores del proyecto: Germán Reyes, Carlos Arturo Piedrahíta, 

-

Varios han sido los intentos en nuestro país de instaurar un verdadero 
sistema de méritos para acceder a la función pública, este mecanismo 
denominado Carrera Administrativa, cuyo nervio quedó consagrado en 
el artículo 125 de la Constitución Política de Colombia, no ha sido por 
muchos motivos, aplicado a cabalidad en el país y se han generado si-
tuaciones de interinidad e inestabilidad laboral, que obran en contra de 
la buena marcha del servicio público.

La Ley 909 de 2004, en su artículo 2º, establece: 

imparcialidad, transparencia, celeridad y publicidad.
-
-

-

-

criterios básicos:

-
nos;

-
dad que ha de entenderse sin detrimento de la estabilidad de que trata 

-

-

Igualmente regula de una manera técnica los procesos de selección, 
permanencia y retiro de la carrera administrativa o del servicio, de una 
manera amplia, imparcial y objetiva.

De presente estos referentes legales, debemos ubicarnos en el marco 
histórico de los provisionales en Colombia:

En 1992 la Ley 27, que en su artículo 22 consagró: “Al entrar en 

-

siguiente, el cumplimiento de los requisitos señalados en los manuales 

 Quienes no acrediten los requisitos dentro del término señalado, 
-
-

los acrediten en debida forma…”.
La Ley 443 de 1998, en ese momento el Legislador preocupado por 

la situación de los provisionales, presentó una propuesta más modulada 
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los procesos de selección, para el efecto consagró: 

-

Ley número 1033 18 julio 2006 estableció:
-
-

-

aspiran. …”
Lo anterior muestra cómo el legislador de manera reiterada ha trata-

do de regularizar la situación laboral de los provisionales y de alguna 
manera ha tratado de protegerlos frente a la situación en la que se en-
cuentran avocados por circunstancias no endilgables a ellos. 

Sin embargo, como es de público conocimiento la honorable Corte 
Constitucional declaró inconstitucional esas normas pero en el lapso de 
su vigencia fueron muchos los servidores provisionales que ingresaron 
de manera automática al servicio.

También hay que analizar históricamente que los concursos o con-
vocatorias para proveer los empleos de carrera administrativa sufrían 
muchos traspiés y casi nunca se realizaban, es decir solo se realizaron 

simplemente es una realidad histórica que ha traído como consecuen-
cia, que la carrera administrativa, aún siendo un mandato constitucional 
no sea 100% operativa en el País.

La realidad, para los servidores públicos provisionales, es que 
-

La intención del proyecto es sanear la situación descrita, ahorrándo-

empleado provisional tiene la destreza que un nuevo servidor solo em-
pieza a adquirir, independientemente que tenga el conocimiento y hasta 

conoce quien está desempeñando el cargo.

ley no contempla, que estos puedan recibir capacitación. Este hecho 

normalidad laboral, que aún no se ha alcanzado en el Estado colom-
biano.

El presente Acto Legislativo, pretende subsanar en parte el vacío 
creado por la falta de operatividad plena de la Carrera Administrativa 
en el país y aprovechar el acumulado cognitivo de quienes por 5 años 
o más han desempeñado funciones de carrera en calidad de provisiona-
les.

Proposición

Primera del Senado de la República, darle Primer debate al Proyecto de 
Acto Legislativo número 23 de 2008 Senado, 259 de 2008 Cámara, 
“ -

la CAMARA.
Atentamente,

Senador de la República.

PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY 
NUMERO 166 DE 2007 SENADO

Bogotá, D. C., 14 de mayo de 2008
Doctor
JUAN CARLOS VELEZ URIBE
Presidente
Comisión Primera
Senado de la República
Ciudad
Referencia: Informe de ponencia para primer debate al Proyecto de 

ley número 166 de 2007 Senado,

Señor Presidente:

agradeciendo la designación que se me hizo, procedo a rendir ponencia 
para primer debate al Proyecto de Ley 166 de 2007 Senado, por la cual 

1. El Proyecto
El proyecto en mención fue radicado el día 10 de octubre de 2007 en 

la Secretaría General del Senado, en cumplimiento del artículo 139 de 
la Ley 5ª de 1992.

El objeto de este proyecto es salvaguardar los intereses populares 
-

san las fronteras de la honorabilidad, para obtener ganancias injustas. 

la estabilidad económica de hogares pobres de nuestro país.
2. Comentarios al articulado del proyecto que nos ocupa

topes de los intereses a cobrar, castigando con pena de prisión y multa a 

De igual manera, se criminaliza la compra de cheques, sueldos, sala-
rios o prestaciones cuando se llegue por la vía agiotista.

La ley será vigente a partir de su promulgación.
-

les transcribimos a continuación:
“Honorables Senadores:

inconsistencia vigente en el Código Penal desde el año 1992, respecto 
de delito de usura, y que se mantuvo hasta antes de la última reforma 
al Procedimiento Penal hecha hace apenas algunos meses, pues sin de-
tenerse a pensar que la usura no podía ser delito querellable, porque al 
afectar en forma directa el orden económico social del país (está en el 
Capítulo correspondiente a la preservación de este bien jurídico en el 
Código Penal), no se lo podía incluir entre los delitos querellables, sin 
tener en cuenta que entonces, el único facultado para querellarse (me-
diante petición especial) era el Procurador General de la Nación, que es 
quien está legitimado para intervenir como denunciante-querellante en 
los delitos en los que se afecta a la Nación o al Estado.

Con esa decisión, se pasó por alto, además, que se trata de un delito 
pluriofensivo, y que no solo ataca el orden económico y social del 
país, sino que en forma directa afecta el patrimonio económico parti-
cular, porque ataca sin piedad el bolsillo de las personas más necesita-
das de dinero, que se ven precisadas a acudir a prestamistas usureros 
para aceptar sin chistar las leoninas condiciones que estos imponen, a 
cambio de poder conseguir temporalmente cómo solventar la urgencia 
económica del momento, porque a mediano plazo, el empobrecimiento 
será dramáticamente mayor.

Es el caso de la práctica comercial de los llamados popularmente 
“préstamos gota a gota”, en los cuales el deudor paga a su acreedor inte-

por la ley, préstamos que per se son usurarios, y que casi siempre se 
disfrazan como ventas de muebles o servicios, para legitimar el inmen-
so daño que se causa al patrimonio del deudor.
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En el semanario El Espectador, del sábado 11 de noviembre de 
2006, se describió crudamente esta actividad ilícita en los siguientes 
términos:

Viaje al fondo del ‘gota a gota’
Unos les llaman “goteras”, otros les dicen “canjeros”, algunos son 

más conocidos como los “pagadiario”, a los que no les importa, el remo-

muchos pequeños y medianos comerciantes durante décadas resultaron 
pero que sin ningún 

tipo de cautela, sobre el dinero informalmente prestado, cobran intereses 

Algunos de estos prestamistas, que más parecen bancos ambulantes, 

negocio del ‘gota a gota’. 

a diario cierta cantidad de dinero, como las tiendas de mercado, las 
cafeterías y panaderías, las peluquerías, los talleres de mecánica y, 
más recientemente, los conocidos locutorios o locales comerciales que 

“Es muy sencillo. Cuando entregamos la plata ofrecemos distintos 
tipos de plazo, 
de acuerdo con ese tiempo solicitado por el cliente. Entre más rápido 

mensual”
en el negocio hace poco más de dos años. 

de cambio en blanco, porque mucha de esta gente ni siquiera tiene che-

la letra”.

esferas del comercio y que tienen como sus mejores clientes a los pro-
pietarios de locales en los Sanandresitos, a los dueños de las grandes 

las centrales de abastos, como Corabastos en Bogotá. No tienen límites 
en los montos de los préstamos, pero de entrada se pueden ganar, sola-

de dinero. 

-

semana, totalizamos la deuda con los intereses, damos dos días de gra-

Y agrega: “Dependiendo del negocio del deudor, empezamos a las 
dos de la tarde el cobro, que inicialmente tenemos respaldado con una 
prenda representada con la tarjeta de propiedad de un carro o las es-
crituras de una casa o un lote. Estos documentos siempre se quedan en 
nuestras manos hasta que se pague la última cuota. Sin embargo, por 

que sean recomendados por un cliente”. 

-

-
mes con la tasa de interés”. La original se queda en manos del presta-

algún tipo de bono cambiario, “porque de ser así, deberíamos utilizar los 
bancos para realizar los canjes y de entrada pagaríamos un impuesto del 

además somos conscientes de que lo que hacemos está sobrepa-

Los clientes, por su parte, reconocen que “las tasas que se cobran 
son demasiado altas, pero uno nunca siente el incremento, porque se 
paga a diario y no como una cuota mensual. Además los ‘pagadiario’ 
siempre tienen plata disponible y no están pidiendo papeles ni trámites 
demorados; es preferible sacar todos los días del bolsillo y no tener 

actualmente comercia con computadores en Sanandresito.
Un panorama muy parecido a lo que detalla Jorge Castillo, quien 

asegura que “es la mejor forma de salir de grandes deudas rápida-
mente y que se paga como si fuera a un banco real pero sin trámites de 

Además, cuando uno está reportado 
en Datacrédito, pues toca darse al dolor de pagarles a ellos”. 

-
narios de las mismas, crearon préstamos que se cobran cada quincena, 

compañeros.
Sobra decir que tal modalidad crediticia, además de la afectación 

causa estragos sociales muy severos entre las capas menos favorecidas 
de la población, que a no dudarlo, son las que acuden a este tipo de 

quienes carecen de dinero.
De igual manera la compra de nóminas, por supuesto, con altísimos 

intereses es otra forma de deteriorar sensiblemente la economía de los 
necesitados, o la compraventa de servicios o elementos a plazo, porque 
entre otras cosas, se hace partiendo de precios sensiblemente superiores 
a los precios señalados para las ventas de contado, y a ello se suman 
los cargos que los comerciantes deben pagar por el uso de tarjetas de 
crédito, o de tarjetas débito.

de las tarjetas de crédito, el diario , en comentario del 19 de 
junio de 2007, dijo al respecto lo siguiente:

Alto costo de comisiones y tasa de usura alejan a colombianos de 
las entidades bancarias 

 Las comisiones por tarjetas, así como la tasa de usura, alejan a la 
gente de los bancos, pero estos dicen que las comisiones están bajando. 

-
llones tienen al menos un  –cuentas, tarjetas o cré-
ditos–,

-
nos internacionales y también para las necesidades de desarrollo del 
país.

En Asobancaria admiten que la cifra es pequeña, pero precisa, pues 
-

centaje de personas relacionadas con la banca con respecto a la pobla-

-
cieros.

De todas maneras, una de las mediciones internacionales de la 

Bruto, que en Asobancaria no consideran muy acertada. Al país no le 
-

-

-
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Por eso debe saludarse el que los afectados –que nunca van a poner en 
“evidencia” a su “benefactor”– no tengan que querellarse contra el usure-

 Por otra parte, sancionar la usura con el rigor del Código Penal no 

el régimen bancario. Al parecer, sólo Chile y Colombia la tienen, y no ig-
noramos que en un régimen de libre empresa el libre juego de la oferta y 
la demanda puede determinar una rebaja del interés del capital. Pero una 
cosa es una decisión de política monetaria para regular el mercado 
de capitales, y otra muy distinta tolerar la explotación de la situación 
económica de los más necesitados. En el primer caso se está discutien-
do prácticamente cómo distribuir la llamada “tasa de ganancia”, esto es, 
cómo remunerar el capital en el proceso productivo. El prestamista, que 
por lo regular es un banco, pone el dinero, el productor (industrial, co-
merciante, agricultor, etc.) pone su empresa y su actividad para producir 
o mercadear determinados bienes con destino a la demanda social. Allí 
sí, puede ser conveniente que no haya “tasa de usura”, y que sea la libre 
competencia la que determine el precio del dinero.

 Pero cuando se trata de dinero para solventar urgentes necesidades 
personales o familiares (que es el drama diario de los pobres) el dinero 
no es para producir riqueza (bienes, mercancías), sino para mitigar el 
hambre de los más necesitados. Aprovecharse de la indigencia es una 
conducta punible en cualquier lugar del mundo civilizado, llámese o 
no usura. Y es esa actividad despreciable, y que algunos la han vuelto 
negocio, lo que buscamos sancionar drásticamente con este proyecto 
de ley.

Pero adicionalmente, siendo tan grave el daño social que se cau-
sa con la usura, es absolutamente necesario, como forma de control 
social, que quienes están dedicados a esa nociva práctica no puedan 
fácilmente obtener libertad provisional, y además es de utilidad que el 
sistema penal pueda cumplir su papel disuasor, por la amenaza de la re-
presión que puede desencadenar el Estado contra el ciudadano reacio a 

y armónica, que se concreta en una posible privación efectiva de liber-
tad, por cuenta de la comisión de un delito.

Por ello, estimamos también necesario que las penas se aumenten en 
la medida necesaria para cumplir el objetivo antes mencionado, y hacer 
una descripción típica más prolija, que impida que quienes están dedi-
cados a tal práctica puedan hacerle esguinces a la ley para proseguir en 
su insana práctica, perjudicando tanto la economía nacional como el pa-
trimonio de las personas que recurren, necesitadas, a sus victimarios.

Con ello la Fiscalía tiene margen de negociación de las penas con el 
imputado, y de otra parte, la sanción se pone a tono con la gravedad del 
comportamiento.

En ese sentido las variaciones que se hacen al tipo penal original 
consagrado en la Ley 599 de 2000, son:

1. La inserción de la frase “o su equivalente, deducido de la tasa 
efectiva anual para las operaciones crediticias que causan intereses 
diarios”
del interés bancario corriente que para el período correspondiente estén 

Superintendencia Financiera... etc.”.

a) Para el tipo básico: de 4 a 8 años y de 100 a 250 salarios mínimos 
legales mensuales vigentes;

b) Para el tipo agravado: de 5 a 10 años y de 250 a 500 salarios mí-
nimos legales mensuales vigentes”

Proposición:
-

bros de la Comisión Primera Constitucional Permanente del Senado de 
la República, dese primer debate al Proyecto de ley número 166 de 
2007 Senado, -
nal”, en los término en que fue presentado por el suscrito, su autor.

Atentamente,
Parmenio Cuéllar Bastidas

Senador de la República

INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE 
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 181 DE 2007 SENADO

comercial de niños, niñas y adolescentes.
Doctor

JUAN CARLOS VÉLEZ URIBE
Presidente
Comisión Primera 
Honorable Senado de la República 
Ciudad
En cumplimiento del honroso encargo por usted encomendado, aten-

tamente me permito rendir informe de Ponencia para primer debate 
al Proyecto de ley número 181 de 2007 Senado, por medio de la cual 

-

niñas y adolescentes”, en los siguientes términos: 
Contenido y objeto del proyecto.

 Este proyecto se propone lo siguiente: 
1.  Aumentar las penas en los tipos penales de los artículos 208 y 209 

del Código Penal.
2. Cambiar el Título del Capítulo IV.

años.

persona menor de 18 años. 
5. Incluir nuevos verbos rectores en el tipo penal de Pornografía con 

menores.
6. Agregar nuevos verbos rectores en el tipo penal de utilización o 

de menores. 

I. Se propone aumentar las penas para los delitos de acceso carnal 
-

do la redacción del inciso 2° de esta última conducta. 
II. Se busca cambiar el Título del Capítulo IV que en la actualidad 

incluye a los intermediarios y especialmente al “cliente abusador” para 
los tipos penales incluidos en este Capítulo. 

Así mismo se propone cambiar el Título del artículo 213 “inducción 

recomendaciones contenidas en los instrumentos internacionales se asi-

(nuevos verbos rectores) en cualquier forma de comercio carnal o la 
prostitución de otra persona. En estos casos no es necesario probar la 
voluntad de la víctima solo la intención de lucro o la intermediación en 

catorce y los 18 años que en la actualidad resultan desprotegidas ya que 
en el artículo sobre las circunstancias de agravación punitiva (artículo 
216 CP) solo se estipula una pena mayor cuando la conducta recae so-
bre una persona menor de catorce años.

-
nalizar la conducta de los “clientes” en la prostitución de niños, niñas 
y adolescentes. De esta manera se establece que incurre en este tipo 
penal quien de manera directa o a través de tercera persona, solicite o 

18 años, mediando pago o promesa de pago. 
Dentro de las recomendaciones que se hacen en el Plan Nacional de 

-
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abusador, por ser este quien genera y sostiene la problemática. Al igual 
que en la Trata de Personas, la situación de vulnerabilidad de la víctima 

de la responsabilidad penal del sujeto activo, con una pena correspon-
diente a la gravedad del hecho y el daño producido a la víctima, que en 
este caso es una niña, un niño o adolescente. Por lo anterior es necesario 

-
metida por el “cliente” teniendo en cuenta tanto la comisión del hecho 
como la tentativa.1

La norma prevé tres agravantes a saber: 
1. El primer agravante tiene que ver con la conducta que se ejecuta 

-
menta lo siguiente: 

“ -
fantil y el turismo, en un estudio realizado en la ciudad de Cartagena 
por Carlos Carbonell y Rosa Isabell Duque concluye que el comer-

-

 Indica que los turistas italianos, españoles y portugueses son el 
mercado más importante, debido a los paquetes turísticos que se pro-

-

parte de los conductores de los camiones es un escenario común por 
”.

2. El segundo agravante tiene que ver con la constitución de matri-
monio o convivencia servil o forzada. Según el informe del Plan Na-

Niñas y Adolescentes se ha podido constatar que es una práctica muy 
recurrida en las zonas rurales de Colombia la unión entre una mujer me-
nor de edad con un hombre mayor vecino de la comunidad quien por lo 
general se encarga de proveer recursos económicos para la familia de la 
menor; en este informe se señala que “tácitamente se acepta que la niña 
de edad mucho menor que el benefactor, tenga relaciones de tipo senti-

”.
Esta práctica se ha evidenciado en zonas como Málaga y Cúcuta. 
Esta forma de “casamiento temprano” reproduce una sociedad de 

tipo patriarcal en la que la mujer, en este caso la niña o adolescente, se 

del hogar con dos funciones estrictas: servicio doméstico y fuente de 

3. El tercer agravante está relacionado con que la conducta sea co-
metida por un miembro de un grupo armado al margen de la ley. Con 
esto se busca frenar la cada vez más recurrida modalidad de reclutar 
jóvenes y adolescentes por parte de los grupos armados para destinarlas 

que los grupos guerrilleros y paramilitares trasladan a menores de edad 
de ciudades como Cali, Medellín, Popayán, Armenia y Pereira a muni-

orden de los comandantes de estos grupos. 
V. También se busca con el proyecto incluir nuevos verbos rectores 

en el tipo penal de pornografía con menores. 
En efecto, el proyecto 181 de 2007 Senado da cumplimiento a los 

lineamientos del Protocolo Facultativo (Ley 765 de 2002) de incluir en 
el artículo 218 del CP (Ley 599 de 2000) los demás verbos rectores: 

-

enriquecer la descripción del tipo. Hasta este momento las autoridades 
1 Protocolo Facultativo de la Convención de los Derechos del Niño relativo a la 

Venta de Niños, Prostitución Infantil y Pornografía. 

judicialización de sujetos que se dedican a la pornografía infantil pero 
no es posible demostrar su comercialización o producción aunque se les 

Para lograr contrarrestar esta problemática se hace necesario pena-
lizar a todos los involucrados en la cadena de producción del material 

-

VI. El proyecto agrega nuevos verbos rectores en el tipo penal de 
utilización o facilitación de medios de comunicación para ofrecer servi-

Los verbos incluidos son los de “solicitar”, “ofrecer” o “facilitar” 

o intermediario). 
VII. El proyecto por último busca crear un artículo nuevo acerca de 

“
los delitos enunciados en los artículos anteriores en ningún caso podrán 

”.

Si bien el Congreso de la República ha atemperado la legislación in-

-

delito de trata de personas en el Código Penal, resulta necesario crear 
-

plotación de niños, niñas y adolescentes. 
En este sentido lo que hace el presente proyecto es poner al día la 

legislación colombiana con los convenios, tratados y recomendaciones 
que internacionalmente gobiernan la materia. 

De esta manera la Convención Internacional de los Derechos del 

la Ley 12 de 1991, en su artículo 34 establece que los Estados deben 
-

“ -

-
les ilegales;

-
”.

Por su parte la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar 
y Erradicar la Violencia contra la Mujer, conocida como “Convención 

-
ñala que es obligación de los Estados desarrollar políticas para eliminar 

público.

un Programa de acción en el que se pacta el compromiso de establecer 

niños”, el cual entre otras medidas implica la de consagrar el carácter 
delictivo de dichas conductas y la condena de quienes promocionen y 
faciliten su consumación. 

El Estatuto de la Corte Penal Internacional incluyó entre los crímenes 
de su competencia la “ -

, competencia que se activa 
si dicha conducta no es castigada en el País donde ocurren tales actos.

reunión de la Asamblea General de las Naciones Unidas del año 2000 y 

de Niños, Niñas y Adolescentes: 
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“
considerando la creciente trata internacional de niños y niñas para su 

-

amplía las medidas que deben adoptar los Estados para garantizar la 

-

-

”.
Constitucionalidad del proyecto
El Congreso de la República en su legítimo ejercicio del ius puniendi

a través del “procedimiento democrático de adopción de las leyes” en 
desarrollo de la política criminal del Estado, puede señalar dentro de los 

reproche penal y a su vez cuáles de estas conductas por atentar grave-

menor gravedad, todo en aplicación de los numerales 1 y 2 del artículo 
150 de la Constitución Política de Colombia y en estricto acatamiento 
de los principios de necesidad y proporcionalidad de la pena. 

legislador y en atención a la importancia del bien jurídico que se pretende 
proteger es legítimo realizar un tratamiento diferencial de algunas con-
ductas que por su naturaleza merecen un mayor control y sanción. 

De esta manera se considera que el Estado colombiano fundado en la 
dignidad humana restringe el alcance del derecho penal y lo circunscribe 

Este principio de intervención mínima del derecho penal en las sociedades 
se ha erigido como un verdadero dique al poder del Estado, ya que dispone 
que en una sociedad se puede recurrir al derecho penal cuando la conduc-
ta no pueda ser conjurada con medios menos gravosos (subsidiaridad), es 

-
currir a otros ámbitos del derecho (administrativo o disciplinario, por ejem-
plo) para contrarrestar o prevenir determinado tipo de conductas, o estos 
mecanismos resultan inocuos. Además de lo anterior, no todas las lesiones 
a un bien jurídico pueden ser penalizadas, para que el derecho penal pueda 
intervenir es necesario que se encuentre frente afectaciones graves a bienes 
jurídicos relevantes (fragmentariedad del derecho penal). 

Estas pautas, junto con el principio de razonabilidad de la sanción 

(prevención general, especial, retribución justa, reinserción y protec-
ción al condenado), son obligatorias para el Congreso de la República 

Como puede verse, las conductas que aquí se tratan son de aquellas 
-

ciedad sino del Estado mismo que en uso legítimo de la fuerza coercitiva 
concretada en el derecho penal debe atacar todas las manifestaciones de 

la relevancia del bien jurídico protegido y la situación de vulnerabilidad 

La Fiscalía General de la Nación, institución que apoya la iniciativa, 
-

cial de persona menor de 18 años: 
“ -

garantías esenciales como el libre desarrollo de la personalidad, in-
tegridad, su salud física y mental, el bienestar emocional, la calidad 

-
”2.

1. Se propone la eliminación del artículo 1° del proyecto relativo al 
aumento de penas para el acceso carnal abusivo con menor de catorce 
años ya que actualmente se encuentra cursando el Proyecto de ley nú-
mero 214 de 2007 Cámara, que comprende un aumento de penas para 

2. Se propone la eliminación del artículo 2° del proyecto relativo 

cuenta que actualmente se encuentra cursando el Proyecto de ley 214 
de 2007 Cámara, que comprende un aumento de penas para todos los 

menor de 14 años (art. 209), los cuales pueden concursar perfectamente. 
Además, la redacción sugiere una rebaja de pena para quien además de 

en el proyecto con el siguiente argumento: “

”. Esta premisa es errónea puesto que 

ver pornografía o lo induce a masturbarse en su presencia.
-

ra que la multa estipulada en 66.66 debe pasar a 67 por ser un número 
entero.

4. En el artículo 7° del proyecto referido a la utilización o facili-

con personas menores de 18 años se sugiere que la multa estipulada de 
66.66 salarios mínimos legales mensuales pase a 67 por ser un número 
entero. Así mismo se considera que la edad del agravante consagrada en 
el inciso 2° del artículo 219A del Código Penal debe elevarse a 14 años 
en concordancia con los últimos pronunciamientos de la Corte Consti-
tucional entre ellos la sentencia C-507 de 2004. 

5. El artículo 8° del proyecto referido a una norma nueva sobre el 
fuero, consideramos que es innecesaria dado que el Código Penal Mi-

cometidos con ocasión del servicio. 
6. Se incluye un artículo sobre la vigencia. 

Con las anteriores consideraciones, propongo a la honorable Comi-
sión Primera del Senado de la República, dar primer debate al Proyecto 
de ley número181 de 2007 Senado, 

-
centes”

Atentamente,
Jesús Ignacio García Valencia. 

Senador de la República, 
2

2008.
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PLIEGO DE MODIFICACIONES AL PROYECTO DE LEY 
NUMERO 181 DE 2007 SENADO

comercial de niños, niñas y adolescentes.
El Congreso de Colombia,

DECRETA:
Artículo1º. Se suprime. 
Artículo 2º. Se suprime. 
Artículo 3°. El Título del Capítulo IV de la Ley 599 de 2000 quedará así:

CAPITULO IV
De la explotación sexual

Artículo 4°. El artículo 213 del Código Penal quedará así:

-
te o participe de cualquier forma en el comercio carnal o la prostitución 
de otra persona, incurrirá en prisión de treinta y dos (32) a setenta y dos 
(72) meses y multa de sesenta y seis punto sesenta y seis (67) a setecien-
tos cincuenta (750) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Si la conducta se comete sobre persona menor de 18 años de edad la 
pena será de ciento ocho (108) a ciento cuarenta y cuatro (144) meses. 

Artículo 5°. Artículo 3º Adiciónese al Capítulo IV del Título IV del 
libro segundo de la Ley 599 de 2000 el siguiente artículo:

Explotación sexual comercial de persona menor de 18 años de 
edad. El que directamente o a través de tercera persona, solicite o de-

años, mediante pago o promesa de pago en dinero, especie o retribución 
de cualquier naturaleza, incurrirá por este sólo hecho, en pena de pri-
sión de noventa y seis (96) a ciento cuarenta y cuatro (144) meses. 

Parágrafo. El consentimiento dado por la víctima menor de 18 años, 

La pena se agravará de una tercera parte a la mitad si:
-

tranjero.
2. Si la conducta constituyere matrimonio o convivencia, servil o 

forzado.
3. Si la conducta es cometida por un miembro de un grupo armado 

organizado al margen de la ley. 
Artículo 6°. El artículo 218 del Código Penal quedará así:
Artículo 218.  El que 

-

de edad, incurrirá en prisión de noventa y seis (96) a ciento cuarenta 
y cuatro (144) meses y multa de 150 a 1500 salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 

 La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad cuando el res-
ponsable sea integrante de la familia de la víctima. 

Artículo 7°. El artículo 219-A del Código Penal quedará así:
Artículo 219 A. Utilización o facilitación de medios de comunicación 

que utilice o facilite el correo tradicional, las redes globales de informa-
ción, o cualquier medio de comunicación, para obtener, solicitar, ofrecer 

de 18 años de edad, incurrirá en pena de prisión de ochenta (80) a ciento 
ochenta (180) meses, y multa de sesenta y seis punto sesenta y seis (67) a 
ciento cincuenta (150) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

Las penas señaladas en el inciso anterior se aumentarán hasta en la mitad 
(1/2) cuando las conductas se realizaren con menores de doce (14) años.

Artículo 8°. Se suprime. 
Artículo 9°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publica-

Atentamente,
Jesús Ignacio García Valencia, 

Senador de la República. 

INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE 
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 259 DE 2008 SENADO 

Doctor
JUAN CARLOS VELEZ URIBE
Presidente
Comisión primera 
Honorable senado de la República 
Ciudad
En cumplimiento del honroso encargo por usted encomendado, aten-

tamente me permito rendir informe de Ponencia para primer debate 
al Proyecto de ley número 259 de 2008, por la cual se adiciona la 

, en los siguientes términos: 
Contenido y objeto del proyecto.

de dominio (Ley 793 de 2002) la posibilidad de realizar acuerdos con el 

En efecto el proyecto representa una herramienta necesaria para que 
-

tiva. Dicha herramienta se concreta a través de la celebración de un 

anticipada.
-

tarse la manifestación de voluntad de la entrega de bienes la cual sólo 
puede ser a partir de la resolución que decrete el inicio del trámite de 

del artículo 13, es decir una vez concluido el término probatorio1.
De acuerdo con el proyecto (artículo 3°) los bienes susceptibles del 

acuerdo son todos aquellos que se hacen referencia en las causales de 

hayan sido adquiridos por sucesión o por cualquier otra de las formas 
de adquirir el dominio e independientemente e cabeza de quien se en-
cuentre”.

-
ción de vivienda para quien realiza el acuerdo o para sus familiares el 
cual puede oscilar entre el 0.1 % y el 5% de los bienes efectivamente 

haya presentado la solicitud, el número de bienes entregados y el valor 
total de los bienes. 

-

dominio. La misma norma prevé que la naturaleza ilícita del bien no 

Así mismo señala que si se presenta incumplimiento por parte de quien 

caso de que hayan sido enajenados. 
De acuerdo con el proyecto no es necesario que todos los bienes que 

el artículo 6° que sobre aquellos no comprendidos en aquel continuarán 
en el trámite de la Ley 793 de 2002. 

El proyecto también prevé un artículo referido a la celebración de 

7°).
El trámite previsto para la celebración de los acuerdos está consa-

grado en el artículo 2° del proyecto y se caracteriza por su brevedad. En 
-

espontánea e informada de someterse al trámite abreviado y aceptar 
1 “Concluido el término probatorio, se surtirá traslado por secretaría por el tér-

mino común de cinco días, durante los cuales los intervinientes alegarán de 
conclusión”. Numeral 7 artículo 13 de la Ley 793 de 2002. 
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bienes sobre los cuales debe recaer la acción, se encuentren estos o no 

Tomadas las decisiones en torno a las medidas cautelares de los bie-

la que debe constar la información indispensable acerca de la causal y 
los bienes entregados, la cual será remitida al juez, quien una vez haya 

la cual procederá el recurso de apelación. En dicha sentencia el juez 

-
minio. Por último levantará la medidas cautelares dispuestas por la Fis-
calía y ordenará a la Dirección Nacional de Estupefacientes la entrega 
real y material del bien o del valor equivalente. 

II. Antes de la Constitución Política de 1991 el ordenamiento jurí-

de dominio a favor del Estado cuando se probaba la comisión de una 
conducta punible.

En gran avance del Constituyente de 1991 en esta materia fue am-

situaciones diferentes a la comisión de delitos, y eso resulta claro al leer 

dominio sobre bienes adquiridos mediante enriquecimiento ilícito, en 
perjuicio del tesoro público o con grave deterioro de la moral social 
(artículo 34 inciso 2°). Lo cual debe entenderse que procede la acción 
al margen de que las conductas que la motivan correspondan a tipos 
penales.

es

-

el dominio, independientemente de que tal ilegitimidad genere o no un 
juicio de responsabilidad penal”2.

Las siguientes son algunas de las características de la acción en men-
ción:

*La Constitución impone como requisito la reserva judicial en la 

* Es una acción autónoma e independiente tanto del derecho penal 
como del derecho civil. 

“
de una conducta punible sino que procede independientemente del jui-
cio de culpabilidad de que sea susceptible el afectado. Y lo segundo, 

sino por intereses superiores del Estado”.
* Es una acción que no prescribe, si se consagrara una posibilidad 

tal, conllevaría al saneamiento de fortunas ilícitas. 
“ -

-

-
do en su origen y no generador de derecho alguno. 

(…)
De allí que el Estado se halle habilitado para perseguir el dominio 

-
”.

* Al ser una acción que es independiente y autónoma del ejercicio 
de ius puniendi del Estado, no le son aplicables las garantías procesales 
propias del proceso penal. 

“

”.
2 Corte Constitucional C- 740 de 2003. M. P. Jaime Córdoba Triviño. Corte Constitucional C- 740 de 2003. M. P. Jaime Córdoba Triviño. 

* La acción procede en los eventos de sucesión por causa de muerte. 
“De acuerdo con ello, si una persona accede al dominio de bie-

-
timará y no será tampoco protegido por el ordenamiento jurídico. 

se encuentre”. 

en tres fases: la primera a cargo de la Fiscalía en la que se adelanta una 
-

ción y en la cual pueden decretarse medias cautelares; la segunda etapa 
consiste en la decisión del Fiscal que adelanta el proceso de perseguir 
bienes determinados y culmina con procedencia o improcedencia de la 

y la última etapa se lleva a acabo ante el juez de conocimiento quien 
-

cerlo.
De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, son 

“

de los terceros con un interés legítimo en el proceso. 
III. Consagra oportunidades para que ellos ejerzan su derecho de 

defensa.

conocimiento.
VI. Permite que ante los jueces se puedan presentar alegatos de con-

”3.

La Ley 793 de 2002, carece que una herramienta que permita la ter-
minación anticipada del procedimiento, lo que impide que la decisión 

de esta adición a la ley en mención de la siguiente forma: 
 “ -

-
-

mismo”.

En el inciso 2° del parágrafo 3° del artículo 5° del proyecto se 
establece que la sentencia que declara la improcedencia de la acción 

se considera que tal disposición no resulta coherente pues los bienes a 
los que no se les aplica tal medida y que son reconocidos como bene-

-
quier bien. Por lo tanto se propone eliminar el aparte de la menciona-
da norma y en cambio se propone que una vez se haya corroborado 

de dominio. 
3  Jurisprudencia citada. 
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Con las anteriores consideraciones, propongo a la honorable Co-
misión Primera del Senado de la República, dar primer debate al 
Proyecto de ley número 259 de 2008, por la cual se adiciona la 

este informe. 
Atentamente,

Jesús Ignacio García Valencia, 
Senador de la República. 

 PLIEGO DE MODIFICACIONES  AL PROYECTO DE LEY 
NUMERO 259 De 2008 SENADO

El Congreso de Colombia,
DECRETA:

 Artículo 1°. : La presente ley tiene por 
objeto la aplicación de mecanismos que permitan imprimir celeridad y 

Artículo 2°. Oportunidad. A partir de la resolución que decrete el ini-

trata el numeral 7 del artículo 13 de la Ley 793 de 2002, quien pretenda 
-

Artículo 3°. Bienes: Son susceptibles del trámite abreviado, los bie-
nes respecto de los cuales se predica alguna de las causales consagradas 
en el artículo 2º de la Ley 793 de 2002, aún hayan sido adquiridos por 
sucesión o por cualquier otra de las formas de adquirir el dominio e 
independientemente en cabeza de quien se encuentren.

Artículo 4°.  Efectuada la solicitud de acuer-

escuchará en declaración juramentada a quien eleve la solicitud, en la 

-
ra de las causales establecidas en el artículo 2° de la Ley 793 de 2002, 

-
caer la acción y el valor estimado de los mismos, estén o no incluidos 
dentro de la resolución de inicio. 

Si los bienes no están incluidos dentro de la resolución de inicio, 
-

res sobre ellos, siempre y cuando estén en cabeza de quien solicita el 
acuerdo.

donde acepte someterse al procedimiento abreviado, admita la causal 
invocada, la entrega voluntaria de bienes; diligencia que remitirá al juez 

-
cia dentro de los ocho (8) días siguientes.

Contra esta sentencia solo procederá el recurso de apelación, respec-

Artículo 5°. De
Quien acuda al proceso y entregue voluntariamente bienes en los tér-
minos y condiciones establecidos en los artículos 2° y 4° de esta ley, 

-
liares.

parágrafo 1° de este artículo, y sobre este declarará la improcedencia 

por la Fiscalía y ordenará a la Dirección Nacional de Estupefacientes la 
entrega real y material del bien o del valor equivalente.

presente trámite, oscilará entre el 0.1 % y 5 % del valor total de los bie-
nes efectivamente entregados.

b) El número de bienes entregados;
c) El valor total de los bienes.
Parágrafo 2°. Para determinar el valor de los bienes, la Fiscalía Ge-

neral de la Nación ordenará su avalúo comercial, dentro de los quince 
(15) días siguientes a la fecha en que fueron entregados.

al juez sin que se hayan practicado los avalúos correspondientes. 

a los entregados que puedan ser objeto de la acción, el afectado perderá 

 En caso de incumplimiento, el juez a solicitud de la Fiscalía revo-

dominio respecto de dichos bienes, o su valor equivalente –esto en caso 
de que el bien destinado se haya vendido– sin perjuicio de las sanciones 
penales a que haya lugar.

Artículo 6°. En caso de no incluirse todos los bienes afectados den-

de aquellos que no fueron objeto del acuerdo y proseguirá el trámite 
regulado en la Ley 793 de 2002 sobre estos.

Artículo 7°. Si se han celebrado acuerdos en materia de bienes con 

-

si ha ello hubiera lugar. 

-
ciación donde reconozca ese acuerdo y remitirá la actuación al Juez 

de esta ley.
-

prende bienes sobre los cuales la Fiscalía General de la Nación no ha 

-

Artículo 8°. Vigencia. Lo regulado en esta ley se aplicará a los trámi-
tes que a la fecha de entrada en vigencia se encuentren en curso.

Publíquese y cúmplase.
Atentamente,

Jesús Ignacio García Valencia, 
Senador de la República. 

***
PONENCIA PARA PRIMER DEBATE  AL PROYECTO DE LEY 

NUMERO 210 DE 2007 SENADO

Política de Colombia.
Bogotá, D.C., 13 de mayo de 2008.
Doctor
JUAN CARLOS VÉLEZ URIBE
Presidente Comisión Primera Constitucional
Senado de la República
Ciudad
Referencia: Informe de ponencia para primer debate al Proyecto de 

ley número 210 de 2007 Senado, por la cual se desarrolla el artículo 

Respetado doctor:
En cumplimiento de la honrosa designación que usted me hiciera para 

rendir informe de ponencia respecto del Proyecto de ley número 210 de 
2007 Senado, 
Política de Colombia, me permito manifestarle lo siguiente:
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Los honorables Senadores,

Suárez, Yolanda Pinto, Humberto Builes, Rubén Darío Quintero, 
Juan Carlos Vélez, Antonio Valencia, Gabriel Zapata, Guillermo 

Ortega han presentado un proyecto de ley tendiente a desarrollar el 
artículo 290 de la Constitución Política, según el cual corresponde 
al Congreso regular el cumplimiento de los requisitos y formalida-

territoriales.
Con anterioridad, este tema ha sido tratado en diversas normas, entre 

las cuales pueden citarse el Decreto 1222 de 1986, el Decreto 1333 de 
1986, el Decreto 1122 de 1999, el Decreto 266 de 2000 y la Ley 962 
de 2005.

Con este proyecto se pretende establecer un procedimiento técnico y 
-

viviente sin menoscabar las funciones inherentes a las respectivas cor-
poraciones de representación popular.

Una revisión de la situación actual permite detectar casos de con-
-

cipios, que se sintetizan en estos.

municipios corresponde.
2. Descripciones de límites incompletas o ambiguas y, en algunos 

-
mativos, pues, como se indicó, el tema de los límites departamentales 
y municipales ha sido abordado por leyes, decretos-leyes y actos admi-
nistrativos.

4. La falta de precisión de los límites ha generado un ejercicio inco-
rrecto de la jurisdicción.

5. Controversias por intereses económicos ocasionados por tributos, 
regalías o aspectos electorales.

6. Problemas relacionados con identidad territorial o sociocultural.
En desarrollo del artículo 290 de la C. P., mediante el presente pro-

límites de las entidades territoriales y establecer los requisitos y proce-
dimientos para ello.

-
tes interesadas, el proyecto contiene varias instancias y mecanismos 

-

manera:
-

o del gobernador, según el caso;

divergencia entre las entidades territoriales colindantes, o se planteen 
cambios de límites, corresponderá a la corporación de elección popular 
respectiva, determinar el límite, en ejercicio de sus facultades legales. 
En este caso se requerirá adelantar una consulta popular entre los habi-

iii) Cuando las diferencias no sean solucionadas oportunamente por 
las asambleas departamentales o por el Senado de la República, se pro-
pone una solución a través del límite provisional decretado por el Go-
bierno Departamental o Nacional, según el caso, que permitirá la toma 

todas las aplicaciones que de este se deriven.
Con otros mecanismos que se proponen en este proyecto de ley, 

tales como la georreferenciación y el amojonamiento, se pretende 
dar claridad y precisión al límite, y así eliminar una fuente genera-

de justicia, en los aspectos catastrales, censales, electorales, regalías 
mineras, etc. 

la componen.
-

ción de los actuales límites de las entidades territoriales, pues este es un 
-

mos propuestos en el mismo.

a saber:

de su materialización.

lograr la segunda.
Lo anterior, porque el Instituto Agustín Codazzi es rector en asun-

de funciones para acercar esta labor a las entidades territoriales apar-
tadas.

3-14.3 -085/08, suscrito por el doctor Benjamín Niño Flórez, Secretario 
General de la Comisión Especial de Seguimiento al Proceso de Descen-
tralización y Ordenamiento Territorial. La mencionada Comisión hace 
unas observaciones al proyecto de ley, sugiere algunas supresiones y 
adiciones que no alteran su esencia, y la inclusión de un artículo nuevo 

“ -
gado de establecer, mantener y administrar la base de datos de los 

con el articulado inicialmente propuesto.
Proposición

Con fundamento en las anteriores razones propongo:
Dese primer debate al Proyecto de ley número 210 de 2007 Senado, 

Colombia.
Atentamente,

Eduardo Enríquez Maya,
Senador de la República-Ponente

y Ordenamiento
CESPDOT 3-14.3-085/08
Bogotá, D. C., jueves 8 de mayo de 2008
Doctor
EDUARDO ENRIQUEZ MAYA 
Senador de la República

Honorable Senador:
Siguiendo instrucciones de la Mesa Directiva de la Comisión de 

Ordenamiento Territorial, doctores Héctor Javier Osorio Botello y 
Gloria Stella Díaz Ortiz, Presidente y Vicepresidenta, respectivamen-
te, para su conocimiento allegó copia del documento a través del cual, 

sesión de fecha 30 de abril de 2008, presentó observaciones al Pro-
yecto de ley número 210 de 2007 Senado, por la cual se desarrolla 

en dos 
folios.

Cordialmente,

Secretario General.
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INSTITUTO GEOGRAFICO AGUSTIN CODAZZI
Sede Central

Doctor
BENJAMIN NIÑO FLOREZ
Secretario General
Comisión Especial de Seguimiento al Proceso de Descentralización 

y Ordenamiento Territorial, Cámara de Representantes
Capitolio Nacional
Bogotá, D. C.

-
ral IGAC.

Apreciado doctor Niño Flórez:
A continuación me permito consignar la opinión y observaciones del 

Proyecto de 
ley número 210 de 2007 Senado, por la cual se desarrolla el artículo 

Artículo 1°. Se sugiere suprimirlo por considerar que lo dicho allí se 
encuentra en la Constitución Política (Artículos 297, 300, 319 y 329)

elementos que lo conforman.
Parágrafo 1°. Se debe convertir en artículo nuevo que quedaría igual 

pero agregando la palabra administrativa después de operación (opera-
ción administrativa).

4° del presente proyecto y su
Si dentro de la diligencia de deslinde se presentaren dudas sobre el 

-

Artículo 3°. Se debe suprimir el primer párrafo por considerarse que 

estará integrada por un profesional, funcionario -
co Agustín Codazzi, quien la presidirá, y por los representantes legales 
de las entidades territoriales colindantes o un delegado de cada uno de 
ellos. El siguiente párrafo se debe pluralizar.

Artículo 4°. Se fusiona con el parágrafo 2° del artículo 2° y el nuevo 
corresponda 

-
tancia de tal circunstancia en el acta de deslinde, la cual operará como 

aquel que siendo reconocido por la comunidad y las autoridades de los 
entes territoriales colindantes no haya -

deslinde se evaluará -
do los elementos de juicio y pruebas así:

-

Artículo Nuevo. Se recomienda incluir un -

constar en el acta de deslinde. El IGAC preparará el correspondiente 
proyecto de ley o de ordenanza y, mediante el debido conducto regular, 

-
nes: En el segundo párrafo del numeral 3 se sugiere cambiar la pro-
puesta de una Comisión Accidental Demarcadora conformada por tres 
(3) Senadores, por

-
blica,

cual se espera mayor agilidad del proceso. Se debe cambiar la palabra 

-
pondiente acto administrativo, que estaría mejor desarrollado en el de-
creto reglamentario.

los siguientes motivos: -
tos y distritos armoniza más con un proyecto de ley de ordenamiento 
territorial o con una ley por la cual se dicten normas tendientes a mo-

de los actuales límites de las entidades territoriales”.
°. .

Artículo Nuevo. Por complementar las funciones misionales del 

las entidades territoriales que la componen se propone introducir el si-
guiente artículo nuevo: 
organismo encargado de establecer, mantener y administrar la base de 

Artículo

Artículo 12. Se debe cambiar el término subroga por deroga y agre-

Cordial saludo.

Director General,
***

PONENCIA PARA PRIMER DEBATE  AL PROYECTO DE LEY 
NUMERO 125 DE 2007 SENADO

y se dictan otras disposiciones.
Bogotá, D.C., 14 de mayo de 2007
Doctor:
CARLOS EMIRO BARRIGA PEÑARANDA
Presidente
Comisión Segunda Constitucional Permanente
Senado de la República
Ciudad.
Respetado Señor Presidente,
En cumplimiento del honroso encargo que me hiciera la Mesa Di-

rectiva de la Comisión Segunda Constitucional Permanente del Senado 
de la República procedo a rendir ponencia al Proyecto de ley número 
125 de 2007 Senado,

departamento de Sucre y se dictan otras disposiciones, en los siguientes 
términos:

-
toria histórica de las comunidades, en tanto este hecho pueda promover 
la cultura, los valores, el sentido de pertenencia, y la sociabilidad de los 
ciudadanos. En este sentido, compartimos la celebración y el homenaje 
que se pretende rendir al municipio de Caimito en el departamento de 
Sucre.
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Sin embargo, no nos acompaña igual parecer cuando al interior del 

-
raleza no pueden desprenderse. Resulta claro que si este proyecto se 
convirtiera en ley de la República sus alcances no permitirían lograr los 

Sobre esta clase de proyectos de ley de honores, donde se ordena la 
elaboración de obras públicas, y una serie de proyectos que necesitan 
de recursos, en ocasiones anteriores, hemos señalado, y ahora lo reite-
ramos, que debe actuarse con mesura, racionalidad y, sobre todo con 
transparencia frente a la comunidad; el Congreso no puede permitir que 

en los ciudadanos.
Teniendo en cuenta lo anterior me permito presentar a la Comisión 

Segunda del Senado el análisis jurídico como parte de la presente po-
nencia:

Análisis Jurídico 

Corte Constitucional que si bien corresponde al Congreso la aprobación 
del gasto público, este es de iniciativa del Gobierno. Así lo entendió el 
legislador en la ley 60 del 93, artículo 5° que corresponde a la Nación 
“formular las políticas y objetivos de desarrollo” y “administrar fondos 

sustraiga la iniciativa del gasto público al Gobierno, o que la condi-

siguiente:
“4. En varias oportunidades anteriores la Corte ha tenido ocasión 

de referirse a las competencias legislativas para ordenar gasto público. 
Dichas competencias están reguladas en varios artículos de la Constitu-
ción Política, especialmente en los siguientes:

i) En el numeral 11 del artículo 150 según el cual corresponde al 

ii) En el artículo 345 que literalmente dispone que no podrá hacerse 
“ningún gasto público que no haya sido decretado por el Congreso,
por las asambleas departamentales, o por los concejos distritales o 

-

iii) En el artículo 346 que indica que “en la Ley de Apropiaciones no 
podrá incluirse partida alguna que no corresponda a un crédito judi-
cialmente reconocido, o a un gasto decretado conforme a ley anterior,
o a uno propuesto por el Gobierno para atender debidamente el funcio-

destinado a dar cumplimiento al Plan Nacional de Desarrollo”. 
Las anteriores disposiciones consagran el principio de legalidad del 

-
greso como órgano de representación política quien decrete y autorice 
los gastos del Estado, asunto que constituye un mecanismo de control 
político y presupuestal del órgano legislativo sobre el ejecutivo1”

Y, agrega la alta Corporación Judicial lo siguiente:
“5. Con fundamento en las normas constitucionales reseñadas, puede 

decirse que es obvio que el Congreso sí tiene facultades constitucionales 
propias para decretar gasto público y para aprobarlo en el presupuesto 
nacional. No obstante, dichas facultades deben ser ejercidas respetando 
aquellas otras que las normas superiores reconocen en materia presu-
puestal al Gobierno Nacional.

 Para empezar, el artículo 154 superior que determina quiénes tie-
“sólo podrán 

ser dictadas o reformadas por iniciativa del Gobierno las leyes que
ordenen participaciones en las rentas nacionales o transferencias de 
las mismas”. En concordancia con lo anterior, el artículo 346 prescribe 
que el proyecto de ley anual de presupuesto es de iniciativa legislati-
va privilegiada, cuando al respecto literalmente señala: “el Gobierno 
1 Sentencia C-1249 de noviembre 28 de 2001, M. P. Dr. Marco Gerardo Mon-

roy Cabra. La Sentencia citada al interior de esta decisión es la C-685 de 1996, 
M. P. Dr. Alejandro Martínez Caballero.

formulará anualmente el Presupuesto de Rentas y la Ley de Apro-
piaciones, que deberá corresponder al Plan Nacional de Desarrollo 
y lo presentará al Congreso, dentro de los primeros diez días de cada 
legislatura”.

En idéntico sentido la disposición contenida en el artículo 351, in-
dica que “El Congreso no podrá aumentar ninguna de las partidas 
del presupuesto de gastos propuestas por el Gobierno, ni incluir una 
nueva, sino con la aceptación escrita del ministro del ramo”2.

Es claro, que el proyecto es de iniciativa parlamentaria pero, no tuvo, 
la aceptación por escrito por el 

Ministro de Hacienda.
Y concluye la Corte: -

ye que si bien el Congreso tiene competencia para decretar y autorizar 
.

que: “Si su objetivo se contrae a decretar un gasto, resulta claro que 
la norma contiene una habilitación para que el gobierno lo pueda 
incluir en la ley de presupuesto. Sin embargo, si se trata de ordenar 
la inclusión de la partida respectiva en el presupuesto de gastos, la 
norma establecería un mandato u obligación en cabeza del gobierno, 
que a la luz de la Constitución Política sería inaceptable”4.

Pues bien, se trata de leyes que no surten ningún efecto y que están 
sometidas en su cumplimiento a la discrecionalidad del gobierno en 
la elaboración del presupuesto. Este tipo de proyectos, inconstitucio-
nales como se ha visto, deben ser descartados por el Congreso de la 
República pues este no puede tener por objeto al aprobación de leyes 
que no vayan a tener cumplimiento alguno. Pobre favor se haría con 
la conducta contraria, al Estado de Derecho. Una ley de tal naturaleza, 

civilizador, para convertirse en sembradora de ilusiones o peor aún, de 
frustraciones.

De conformidad con las anteriores consideraciones, será necesa-
rio suprimir el artículo tercero (3°), del presente proyecto de ley en 
estudio.

Estos artículos contienen una autorización a la Nación, al munici-

cual resulta inconstitucional en tanto limita la iniciativa del Gobierno, 

del Poder Ejecutivo y en todo caso, dentro del marco del presupuesto 
nacional.

En tal sentido, la interpretación constitucional al respecto ilustra:
“Esta doctrina constitucional ha sido decantada partiendo del aná-

-

de mane-
ra que ninguna determinación que adopte el Congreso en este sentido 
puede implicar una orden imperativa al Ejecutivo para que incluya 
determinado gasto en la Ley Anual de Presupuesto, so pena de ser 

” .
Al respecto del manejo de ese mecanismo ha dicho la Corte Cons-

titucional en reiteradas ocasiones6, que es un instrumento del gasto 
público compatible con la Constitución Política, siempre y cuando 
en su utilización se respeten las normas superiores, la iniciativa en 
el gasto público y el régimen presupuestal.

Sobre el particular, ha sido clara la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional:

2 Ibídem.
3 Ibídem.
4 Sentencia C-360 de agosto 14 de 1996, M. P. Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz.
5 Sentencia 859 de agosto 15 de 2001, M. P. Dra.  Clara Inés Vargas Hernán-

dez.
6 Sentencias C-197 de 2001, C-685 de 1996, C-539 de 1997  y C-859 de 2001,  

entre otras.
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determinada obra de desarrollo municipal, porque dado el carácter 

a la concurrencia de recursos que aporten las entidades territoriales 

en la Ley Orgánica del Presupuesto Nacional, compilada en el Decre-
se pueden 

-
damente registrados en el Banco Nacional de programas y proyectos 

o por los 

-
-

-

Finalmente, en lo que concierne a la posibilidad de aprobar inicia-

de los entes territoriales, en particular gastos en los municipios, la 

-
vierta en Ley de la República, especialmente que la medida aprobada 
comporte una autorización al Ejecutivo para incluir en el presupues-
to las partidas correspondientes y que tal determinación cuente con la 
iniciativa o anuencia del Gobierno en la forma como lo preceptúa el 
inciso segundo del canon 154 de la Carta Política, en concordancia 
con el artículo 150-9 ibídem. De lo contrario, la correspondiente ini-
ciativa estará viciada de inconstitucionalidad”7.

Sobre el articulado 
Vistas las anteriores consideraciones jurídicas, no queda duda que el 

artículo 3° del proyecto de ley en estudio, es improcedente en una ley 
de honores, puesto que incorpora iniciativas del gasto público no deter-
minadas y sin autorización del Gobierno Nacional, y no cumple con las 

No obstante, y teniendo en cuenta el parágrafo del artículo 142 de la 
Ley 5ª de 1992 que establece: “El Gobierno Nacional podrá coadyuvar 
cualquier proyecto de su iniciativa cuando las circunstancias lo justi-

las plenarias” proponemos a la honorable comisión dar su aprobación 
en primer debate, de los artículos 1° y 2° tal como lo plantea el autor en 

De otro lado propongo al autor de la iniciativa que realice las gestiones 
pertinentes ante el Gobierno Nacional a través del Ministerio de Hacien-

respectivas obras durante el trámite del proyecto en su segundo debate. 
Con relación a los artículos 1° y 2° del proyecto en estudio el Con-

greso no puede aislarse de la importancia de resaltar que el municipio 
de Caimito es uno de los más antiguos del Departamento de Sucre, y se 
muestra como un centro potencial de desarrollo territorial en su zona de 

lo que lo convierte en un centro de promoción de la agricultura y de la 
ganadería, que está llamado a jugar un papel en el progreso del departa-
mento de Sucre, si se tiene en cuenta la rica zona en la que se encuentra 
ubicado, la bondad de sus tierras y de su gente. 

Los habitantes se merecen en demasía el reconocimiento que se pro-
pone en el proyecto, por ser un municipio en el que la cultura y la bondad 
de sus habitantes son notables, y puede llegar a constituirse en un aliento 

-
tada y olvidada del Estado. Sus moradores encontrarán un estímulo en su 

 Previas las anteriores consideraciones rendimos ponencia favorable al 
proyecto de ley, en consecuencia, presentamos la siguiente proposición: 

Proposición
Dar primer debate al Proyecto de ley número 125 de 2007 Sena-

do,
7 Sentencia 859 de agosto 15 de 2001, M. P. Dra.  Clara Inés Vargas Hernán-

dez.

se dictan otras disposiciones” -

De los honorables Senadores,

Senadora de la República 
Movimiento Político MIRA

PLIEGO DE MODIFICACIONES
 Igual al proyecto original.

Artículo: 1°. Igual al proyecto original.
Artículo: 2°. Igual al proyecto original.
Artículo: 3°.

la ponencia.
Artículo 4°. Vigencia. 

TEXTO A CONSIDERACION DE LA COMISION SEGUNDA 
DEL SENADO PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE 

LEY NUMERO 125 DE 2007
  PROYECTO DE LEY NUMERO 125 DE 2007 SENADO

se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. La Nación se vincula a la conmemoración de los cuatro-

cientos (400) años de fundación del municipio de Caimito, departamen-
to de Sucre, que se cumplieron el 24 de junio de 2007.

lograr el desarrollo económico y social del municipio de Caimito y se reco-
noce su valioso aporte al progreso e integración de la comunidad sucreña.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulga-
ción

Senadora de la República-Ponente. 
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